
Recurrida: Ana de Diego Porras

Fallo

1) La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que 
figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la 
UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa 
nacional que no prevé el abono de indemnización alguna a los trabajadores con contratos de duración determinada celebrados para 
sustituir a un trabajador con derecho a reserva del puesto de trabajo, como el contrato de interinidad de que se trata en el litigio 
principal, al vencer el término por el que estos contratos se celebraron, mientras que se concede indemnización a los trabajadores fijos 
con motivo de la extinción de su contrato de trabajo por una causa objetiva.

2) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, debe 
interpretarse en el sentido de que incumbe al tribunal nacional apreciar, conforme a todas las normas del Derecho nacional aplicables, 
si una medida como la controvertida en el litigio principal, que establece el abono obligatorio de una indemnización a los trabajadores 
con ciertos contratos de trabajo de duración determinada al vencer el término por el que dichos contratos se celebraron, constituye una 
medida apropiada para prevenir y, en su caso, sancionar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o de relaciones 
laborales de duración determinada o una medida legal equivalente, en el sentido de dicha disposición.

3) En el supuesto de que el tribunal nacional declare que una medida, como la controvertida en el litigio principal, que establece el abono 
obligatorio de una indemnización a los trabajadores con ciertos contratos de trabajo de duración determinada al vencimiento del 
término por el que se celebraron, constituye una medida adecuada para prevenir y, en su caso, sancionar los abusos resultantes de la 
utilización de sucesivos contratos de trabajo de duración determinada o una medida legal equivalente, en el sentido de la cláusula 5 del 
Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, esta disposición debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a una norma nacional, como la controvertida en el litigio principal, según la cual el 
vencimiento del término por el que se celebraron los contratos de trabajo de duración determinada que pertenezcan a ciertas categorías 
da lugar al abono de esta indemnización, mientras que el vencimiento del término por el que se celebraron los contratos de trabajo de 
duración determinada perteneciente al resto de categorías no implica el abono a los trabajadores con dichos contratos de 
indemnización alguna, a menos que no exista ninguna otra medida eficaz en el ordenamiento jurídico nacional para prevenir y 
sancionar los abusos respecto de estos últimos trabajadores, extremo que incumbe comprobar al tribunal nacional.

(1) DO C 22 de 22.1.2018.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 22 de noviembre de 2018 (petición de decisión 
prejudicial del Verwaltungsgerichtshof — Austria) Vorarlberger Landes- und Hypothekenbank AG / 

Finanzamt Feldkirch

(Asunto C-625/17) (1)

(Procedimiento prejudicial — Artículos 56 TFUE y 63 TFUE — Libre prestación de servicios y libre 
circulación de capitales — Entidades de crédito — Fijación del impuesto de estabilidad y de la contribución 
especial de dicho impuesto con arreglo al balance no consolidado de las entidades de crédito con domicilio 
social en Austria — Inclusión de las operaciones bancarias de carácter trasfronterizo — Exclusión de las 

operaciones de filiales situadas en otro Estado miembro — Diferencia de trato — Restricción — 
Justificación)

(2019/C 25/13)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Verwaltungsgerichtshof
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Partes en el procedimiento principal

Demandante: Vorarlberger Landes- und Hypothekenbank AG

Demandada: Finanzamt Feldkirch

Fallo

El artículo 56 TFUE debe interpretarse en el sentido de que no obsta a una normativa nacional que, como sucede con la controvertida en 
el litigio principal, obliga a entidades de crédito con domicilio social en Austria que, como sucede con la controvertida en el litigio 
principal, prestan servicios a clientes que residen en otros Estados miembros, sin utilizar para ello establecimientos permanentes con 
domicilio social en dichos Estados, a abonar un tributo fijado en función de un «balance no consolidado medio» en el que se computan las 
operaciones bancarias efectuadas por dichas entidades directamente con nacionales de otros Estados miembros, mientras que no se 
computan las mismas operaciones cuando las realizan filiales de entidades de crédito, estas entidades de crédito tienen su domicilio social 
en Austria y esas filiales tienen su domicilio social en otros Estados miembros. 

(1) DO C 112 de 26.3.2018.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Décima) de 22 de noviembre de 2018 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Okresný súd Dunajská Streda — Eslovaquia) — ZSE Energia a.s. / RG

(Asunto C-627/17) (1)

(Procedimiento prejudicial — Reglamento (CE) n.o 861/2007 — Proceso europeo de escasa cuantía — 
Artículos 2, apartado 1, y 3, apartado 1 — Ámbito de aplicación — Concepto de «partes» — Litigios 

transfronterizos)

(2019/C 25/14)

Lengua de procedimiento: eslovaco

Órgano jurisdiccional remitente

Okresný súd Dunajská Streda

Partes en el procedimiento principal

Demandante: ZSE Energia a.s.

Demandada: RG

Con intervención de: ZSE Energia CZ, s. r. o.

Fallo

1) El artículo 3, apartado 1, del Reglamento (CE) n.o 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, por el 
que se establece un proceso europeo de escasa cuantía, en su versión modificada por el Reglamento (UE) n.o 517/2013 del Consejo, 
de 13 de mayo de 2013, debe interpretarse en el sentido de que el concepto de «partes» comprende únicamente las partes demandante 
y demandada del litigio principal.

2) Los artículos 2, apartado 1, y 3, apartado 1, del Reglamento n.o 861/2007, en su versión modificada por el Reglamento n.o 517/ 
2013, deben interpretarse en el sentido de que un litigio como el que es objeto del procedimiento principal, en el que la parte 
demandante y la parte demandada tengan su domicilio o su residencia habitual en el mismo Estado miembro que aquel al que 
pertenezca el órgano jurisdiccional que conozca del asunto, no está comprendido en el ámbito de aplicación de dicho Reglamento.

(1) DO C 42 de 5.2.2018.
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